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TR.IBIJNAT CONSTITUC IOI{AL

SAI,A SEGINIDA

Exsros. Sres. :

D. Luis López Guerra

D. Eugenio Diaz Efunil

D. Alvaro Rodrfguez Berei jo

D. José Gabaldón L6Pez

D. Julio D. González CamPos

D. Carles Viver Pi-SunYer

REGISTRO ltún. z 644/92

ASITNITO: Recurso de amparo

promovido por don Francisco

María Ondarra Auzmendi Y

otra persona.

CON[R.A: Sentencia de Ia

Sección Pri¡nera de Ia

Audiencia Provincial de

Burgos y Auto aclaratorio

dict,ados en rollo de

apelación dimanante deI

juicio de faltas seguido

ante e1 Juzgado de

Instrucción de Briviesca.

La Sala, hd examinado Ia pieza separada de suspensión

en eI recurso de amparo promovido por don Francisco Marfa

Ondarra Auzmendi

I. AT.{TECEDENTES

1. E1 dia 13 de marzo de L992 tuvo entrada en eI

Registro General de este Tribunal un escrito del Procurador

de los Tribunales don Javier Ulargui Echeverria, €D nombre y

representación de don Francisco Maria Ondarra Auzmendi y de

Schweiz Cía. Anónima Española de Seguros y Reasegurost

interponiendo recurso de amparo contra la Sentencia de Ia

Sección Primera de la Audiencia Provincial de Burgos de fecha

L3 de febrero de Lgg2 y -aclarada mediante Auto de L9 del
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mismo mes y año- que condenó al primer recurrente como autor

responsable de una falta de imprudencia antirreglamentaria

s i rnp le del  ar t .  586 b is  de l  Código Pena1 a Ia  pena de 50.000

pts. de multa con cinco días de arresto sustitutorio en caso

de impago y un dla de arresto menor y a la segunda

recurrente, en tanto que responsable civi l  director a

proceder al pago de diversas indemnizaciones.

2. La demanda se basar etr slntesisr €r los siguientes

hechos:

A) EI dla 23 de noviembre de 1990, el primer

recurrente se vio invol-ucrado en un accidente de tráfico

cuando conducía el camión NA-9207-T de su propiedad, si bien

eL mismo figuraba matriculado a nombre de su hermano. La

pó1iza de seguro de dicho vehículo estaba contratada con Ia

segunda recurrente. A consecuencia del accidente resultaron

con daños varios vehlculos y con lesiones don Tomás Fernández

Cortés;

B) Habiendo levantado eI correspondiente at,estado la

Guardia Civil de Tráfico y remítido éste aI Juzgado de

Instrucción de Briviesca, se celebró eI juicio de falt,as núm.

26/91 en el que se dict,ó sentencia de fecha 27 de mayo de

L991 resuLtando condenando Miossec Gerard Alain, uno de los

conductores involucrados en el accidente, como autor de una

fa l ta  del  ar t .  586 b is  C.P. ,  dec larándose la  responsabi l idad

civil directa de 1a CompañÍa Mare Nostrum. El primer

recurrente resultó absuelto de las acusaciones formuladas

contra é1.

C)  En e l  ro l lo  de apelac ión 494/L99L,  la  Audiencia

Provincial d.e Burgos dicta nueva Sentencia de fecha 13 de

febrero de Lgg2, revocando Ia anterior y pronunciando el

s igu iente fa l1o:

-"Estimar el recurso de apelación interpuesto por la
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mercanti l  "Mare Nostrum", en eI juicio de faltas 26/91 de que

dimana este rol1o de apelación, revocando integramente la

meritada resolución y dictándose segunda Sentencia por la que

se condena a Francisco María Ondarra Auzmendi como autor

responsable de una falta de imPrudencia simPle

ant i r reg lamentar ia  del  ar t .  586 b is  C.P.  a la  pena de 50.000

pts. de multa con cinco dfas de arresto sustitutorio en caao

de irnpago y un dia de arresto menor que con las garantías y a

tenor  del  ar t .  85 C.P.  podrá cumpl i r  en su domic i l io .  Por  v fa

de responsabilidad civil, Mare Nostrum directamente y

subsidiariamente Eusebio Ondarra Auzmendi, indemnizarán: a

Umberto Locataire en los d.años sufridos en el 91L4-RP 47 de

su propiedad que se acreditará en ejecución de Sentencia' A

Tomás Fernández Cortés se Ie indemnizará en 50.000 pts. por

las les iones y  en 16.315 pts .  impor te de las gafas y  a Tomás

Fernández Alonso en 200.000 pLs.  va lor  venal  de l  vehícu lo de

su propiedad que a tenor de 1o preceptuado en el art. 1103 in

f i ne  de l  C .C .  se  i nc remen ta rá  en  un  208  ( to t ' a l  240 .000  p ts .  ) ,

cantidades todas ellas que generarán el interés est,ablecido

en e l  ar t .  g2L L.E.C.  Costas causadas en Ia  presente

instancia a l  condenado".

D) Con fecha l-9 de febrero de L992, s€ dicta Auto

aclarando la Sentencia en eI sentido siguiente:

-"Aclarar Ia Sentencia dictada en el rol lo de Sala del

juicio de faltas 26/91 en el sentido de que la condenada al

pago por vÍa de responsabilidad civil de las cant'idades

consignadas en 1a parte disposit iva de 1a resolución

recurrida es Ia aseguradora del vehículo NA-9207-T que es la

mercant i l  Schweiz" .

3. Contra este Auto y contra la Sentencia dictada por

la Audiencia Provincial- de Burgos e1 l-3 de febrero de L992,

se interpone recurso de amparo por la presunta vulneración

de1  a r t .  24 .L  C .E .
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Se a lega in f racc ión det  ar t .  24- I  C.E.  que garant iza

el derecho a la tutela judicial efectiva al haberse

quebrantado el principio acusatorio que debe regir en todos

1os procesos penales, toda vez que absuelto e1 primer

rcurrente en primera instancia y apelada Ia Sentencia por

terceros, sin que se haya dirigido en segunda instancia

pretensión alguna contra éI, resultó en cambio condenado

penalmente por e1 juzgador de 1a apelación.

y se suplica sentencia por 1a que se otorgue a los

recurrentes eI amparo solicitado declarando Ia nulidad de las

resoluciones impugnadas con la consiguiente confirmación de

la Sentencia dictada en primera instancia por el Juzgado de

Instrucción de Briviesca o, alternativamenter gue se dicte

nueva Sentencia por la Audiencia Provincial de Burgos

referida únicamente a la apelación formulada ante ésta.

Mediante otrosl, 1a representación de los recurrentes

sol-icita la suspensión del trámite de ejecución en que se

halla el- l i t igio del gue trae causa el presente recurso,

manifestando gü€r en otro caso, la concesión del amparo, de

llevarse a efecto, perderfa su finalidad.

4. La Sección Tercera, por providencia de 1- de marzo

de 1993, acordó admitir a trámite 1a demanda de amparo, Y Por

otra providencia de1 mismo día, formar la correspondient'e

pieza separada de suspensión y conceder un plazo común de

tres dlas a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal para

que alegaran Io que estimasen procedente sobre dicha

suspensión.

5. EI recurrenter €D esCrito presentado el- 15 de marzo

de 1993 ante e1 Juzgado de Guardia, reitera au petición de

suspensión alegando que no hay constancia de la solvencia de

Ios beneficj-arios de Ias indemnizaciones y que eI domici l io

d.e alguno d,e ellos está situado en el extranjero, ofreciendo

la prestación de f ianza en caso de que fuese adtnit ida la
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suspensión so l ic i tada.

6. 81 Ministerio Fiscal en su escrito presentado eI 15

d.e marzo de Lgg3 interesa que se acceda a la suspensión del

cumplimiento de1 dfa de arresto menor y que no se acceda a la

suspensión de la ejecución del resto de la Sentencia, salvo

si e1 primer recurrente es declarado insolvente en cuyo caso

también procedería la suspensión de1 cumplimiento de los

cinco dias de arresto sustitutorio por impago de la multa

impuesta en la Sentencia.

II. FI'IfDA¡{ENTOS JI'RIDTCOS

L.  EI  ar t .  56.L LOTC establece que la  sa la que conozca

de un recurso de amparo suspenderá, de oficio o a instancia

de parte, la ejecución de1 acto de los poderes prlbl icos por

razón del cual se reclame eI amparo constitucional cuando 1a

ejecución del mismo haria perder aI amparo su finalidad; no

obstante lo cual, podrá negarse Ia suspensión cuando de ésta

pueda seguirse perturbación grave de los intereses generales

o de los derechos fundamentales o libertades públicas de un

tercero.

2. E1 criterio sustentado en el art. 56 LOTC permit 'e

decretar la suspensión provisional de 1a ejecución de la pena

privativa de libertad de un dfa de arresto menor en tanto el

presente recurso sea resueLto ya que, de lo cont,rario, si se

otorgase en su dia eI amparo, éste perderia su f inal idad pues

el primer recurrente habrla cumplido para entonces Ia pena

privativa de l ibertad Yt por tanto, €1 perjuicio seria

i r reparable (AATC 98/L983,  574/L9BS y L l6/199A,  ent re ot ros

muchos ) .

No procede sin embargo, suspender La pena de multa

impuesta, habida cuenta que su eventual impago darla lugar a
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un procedimiento de apremio sobre el patrimonio del

recurrente que no impedirfa per se obtener un amparo adecuado

de 1os derechos fundamentales por raz6n de los cuales se

formuló el recurso. Pero la suspensión sí debe acordarse,

cautelarmente, reÉtpecto de Ia eventual aplicación de} arresto

sustitutorio en el supuesto de impago de la pena de multa, Yd

que ta1 aplicación podrfa representar perjuicios irreparables

si se concediera el- amparo que se solicita.

3. Con respecto a las indemnizaciones f i jadas en Ia

Sentencia recurrida 1a doctrina del Tribunal se incl ina a

denegar las suspensiones interesadas ya que la ejecución de

las mismas no causan, en principior üD perjuicio irreparable

(ATC 275/gO) salvo en aquellos casos en los que el pago pueda

acarrear perjuicios patrimoniales de dif lci l  o imposible

reparación; así ocurre, entre otros supueÉ¡tosr cuando se

pueda dar lugar a la transmisión de bien det'erminado (ATC

s2/8e1.

Es obvior gue las indemnizaciones f i jadas por fa

Sentencia recurrida en amparo no son en modo alguno

exorbitantes y que tales circunstancias excepcionales no

concurren en el presente caso. Por 1o demás, los recurrentes

no han acreditado la gravedad del perjuicio habiendo quedado

expuesta tan sóIo Ia inconveniencia de que el pago d'e las

ind.emnizaciones f i jadas en la Sentencia se prosiguiese -Ia

solvencia de los beneficiarios no está plenamente acreditada,

se dice, y uno de el los reside en el ext,ranjero- que no

resulta suficiente para romper el principio general de que

Ias Sentencias f irmes han de ser ejecutadas, ni de el lo se

puede, sin más, deducir que el- anparo perdiese

irreversiblemente su f inal idad de no concederse la suspensión

de la ejecución en Io relativo a la responsabil idad civi l .

por 1o tantor [o procede acordar la suspensión solicitada en

lo relativo a 1as indemnizaciones que como responsable civi l

directa, la Sentencia i:npone a la segunda recurrente, sin

perjuicio de que por eI Juzgado se adopten las medidas
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cautelares que se estimen procedentes para garantizar, en su

caso, Ia posible devolución por los perceptores de las

cant, idades a satisfacer por Schweiz Cía. Anónima Española de

Seguros y Reaseguros en cumplimiento de la mencionada

resoluc ión.

Con respecto a las

el abono de una cantidad

ningrln perjuicio que pueda

c<¡stas procesales, en cuanto supone

de dineror sr ejecución no Provoca

hacer inúti l  e1 Presente recurso-

En virtud de todo 1o expuesto, Ia sala acuerda la

suspensión de la Sent,encia dict,ada con fecha 13 de febrero de

Lgg2 por la Sección Primera de Ia Audiencia Provincial de

Burgos en e1 rol lo de apelación nr1m. 494/L991 dimanante del

juicio de faltas nr1m. 26/1991, en lo que respecta a Ia pena

de un día de arresto menor y en 1o que respecta a la pena de

cinco dlas de arresto sustitutorio en caso de funpago de

multa, impuest,as aL primer recurrente en amparo. Asfunismo la

SaIa acuerda no suspender Ia ejecución del pago de las

indemnizaciones f i jadas en aquella resolución, debiendo

adoptar el Juzgado las medidas necesarias para garantizar, en

su caso, 1a posible devolución por los perceptores de las

cantidades f i jadas en 1a misma.

No ha lugar a suspender la ejecución respecto del pago

de las costas procesales.

Madrid, a veintinueve de marzo de mil novecientos

noventa y tres.


